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En dieciséis de julio de dos mil veintiséis, Benjamín Rocha 
Loredo, Secretario del Juzgado Octavo de Distrito en el 
Estado de San Luis Potosí, acorde a lo reseñado por el 
artículo 115 de la Ley de Amparo, CERTIFICA: 

• Que previo a la celebración del acta de audiencia 
constitucional, se ha corroborado que el presente 
asunto se encuentra debidamente integrado, no 
estando pendiente alguna parte procesal por 
emplazar, así como tampoco informes justificados y/o 
acuses de recibo pendientes de recibir, vistas por 
transcurrir o que no han sido agotadas; pruebas 
reservadas o pendientes de preparar, ni constancias 
necesarias para resolver.

• Que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
111 y 117 de la Ley de Amparo, no se considera la 
procedencia de ampliación de demanda en el 
presente juicio.

Lo que se asienta para constancia. Doy fe.-

AUDIENCIA CONSTITUCIONAL

En la ciudad de San Luis Potosí, San Luis Potosí, a 

las doce horas del dieciséis de julio de dos mil 
veintiséis, hora y fecha señaladas para la celebración de 

la audiencia constitucional, la licenciada Norma Angélica 
Ávila Veyna, Jueza Octavo de Distrito en el Estado, 

asistida del secretario Benjamín Rocha Loredo, que 

autoriza y da fe, la declara abierta sin la asistencia de las 

partes. 

Acto continuo, el secretario hace relación de las 

constancias que obran en autos. Entre ellas, el informe 

justificado y la constancia de emplazamiento a la Agente 

del Ministerio Público de la adscripción. A lo anterior, la 
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2

jueza acuerda: téngase hecha la anterior relación de 

constancias. 

Por otra parte, no sobra señalar que en el caso a 

estudio con motivo de la celebración de la presente 

audiencia, se considera que no desatiende la 

jurisprudencia 54/2000, emitida por el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 5, 

tomo XI, Novena Época, del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, correspondiente al mes de abril 

del año 2000, bajo el rubro: “AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. 

DEBE, EN PRINCIPIO, DIFERIRSE DE OFICIO CUANDO LOS 
INFORMES JUSTIFICADOS NO SE RINDEN CON OCHO DÍAS DE 
ANTICIPACIÓN A LA PRIMERA FECHA SEÑALADA PARA SU 
CELEBRACIÓN, SI EL QUEJOSO O EL TERCERO 
PERJUDICADO NO TIENEN CONOCIMIENTO DE SU 

CONTENIDO”, toda vez que del estudio analítico de la 

ejecutoria que dio sustento al criterio plasmado en dicha 

jurisprudencia, se colige que su espíritu no es diferir la 

audiencia constitucional en todos los casos en que el 

informe justificado no se rinda con la anticipación a que se 

refiere el artículo 117 de la Ley de Amparo, sino que se 

atenderá al caso concreto, partiendo del supuesto de que 

la principal finalidad del diferimiento es que las partes estén 

en aptitud de ofrecer pruebas que desvirtúen lo plasmado 

en el informe justificado o en las constancias que la 

responsable remita como justificación, es decir, se 

establecen reglas generales que admiten excepciones. En 

el caso concreto, se reclama un acto de carácter omisivo y 

por lo tanto éste se apreciará tal como aparezca acreditado 

ante la responsable, de conformidad con el artículo 75 del 

citado ordenamiento legal, siendo innecesario 

consecuentemente el diferimiento de esta audiencia.

Abierto el periodo probatorio, ténganse por 

admitidos y desahogada la prueba documental, que la 
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autoridad responsable, ofreció como medio de prueba y 

que obra agregada al expediente en que se actúa; al no 

haber diverso medio de prueba que desahogar se declara 

cerrado este periodo.

Se abre el de alegatos, en el que se hace constar 

que las partes no los formularon, por lo que se le tiene 

perdido el derecho para hacerlo con posterioridad; con lo 

que se concluye esta etapa procesal.

En consecuencia, al no haber diligencias pendientes 

por desahogar, ni escrito que acordar, se declaran vistos 

los autos y se procede a dictar la sentencia 

correspondiente. 

V I S T O S, para resolver, los autos del juicio de 

amparo  ***/2026-III M, promovido por  *** *** ****** 

***** ******

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Demanda

Mediante escrito presentado el dieciséis de junio de 

dos mil veintiséis en la Oficina de Correspondencia Común 

de los Juzgados de Distrito del Noveno Circuito, el cual por 

razón de turno correspondió a este juzgado,  *** *** 

****** ***** *****  demandó el amparo y la protección 

de la Justicia Federal contra el acto del Tribunal Estatal 
de Conciliación y Arbitraje, que hizo consistir en la 

omisión de dictar el laudo respectivo dentro del juicio 

laboral ************

SEGUNDO. Admisión y trámite

Por proveído de diecisiete de junio de dos mil 
veintiséis, este juzgado admitió la demanda, pidió informe 

justificado a la autoridad responsable, dio la intervención 
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legal al agente del Ministerio Público de la Federación 

adscrito y señaló hora y fecha para la celebración de la 

audiencia constitucional, la cual tuvo verificativo conforme 

al acta que antecede. 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia

Este Juzgado Octavo de Distrito en el Estado es 

legalmente competente para conocer del presente juicio de 

amparo, con apoyo en lo dispuesto en los artículos 1º, 103, 

fracción I y 107 fracción III, de la Constitución General de la 

República, 46 y demás relativos de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación; 33, fracción IV, 35 y 37 de 

la Ley de Amparo, así como los puntos primero fracción IX, 

segundo fracción IX, tercero fracción IX y cuarto, fracción 

IX, del Acuerdo General 3/2013, emitido por el Pleno del 

Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la 

determinación del número y límites territoriales de los 

Circuitos Judiciales en que se divide la República 

Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y 

especialización por Materia de los Tribunales de Circuito y 

de los Juzgados de Distrito; toda vez  que se reclama un 

acto omisivo y la demanda se presentó en la demarcación 

territorial en la que esta juzgadora ejerce jurisdicción.

SEGUNDO. Precisión de actos

Previo al estudio y determinación de la certeza o 

inexistencia de los actos, es necesario precisar en qué 

consisten, atento a lo previsto por el artículo 74, fracción I, 

de la Ley de Amparo.
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De la lectura íntegra de la demanda constitucional y 

de las constancias que obran en autos1, se advierte que la 

parte quejosa efectivamente reclama lo siguiente:

Del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje 

reclama:

• La omisión de dictar el laudo en el expediente 

laboral **/2022/M-6

TERCERO. Oportunidad

 En razón de que los actos que por esta vía reclama 

la parte quejosa son de naturaleza omisiva, se considera 

innecesario que se realice el cómputo del plazo previsto en 

el artículo 17 de la Ley de Amparo, en razón de que la 

abstención de actuar por parte de la responsable, no se 

consuma en un solo evento, sino que se prorroga en el 

tiempo de momento a momento. 

Lo anterior encuentra sustento en la tesis III.5o.C.21 

K del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer 

Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, mayo 

de 2005, página 1451, de rubro: “DEMANDA DE 
AMPARO, TÉRMINO PARA INTERPONERLA 
TRATÁNDOSE DE ACTOS NEGATIVOS Y OMISIVOS”. 

CUARTO. Certeza del acto

Es cierto el acto reclamado en esta instancia 

constitucional, toda vez que así lo reconoció expresamente 

el Presidente del Tribunal Estatal de Conciliación y 

Arbitraje al rendir su informe justificado, pues señaló que el 

1 De conformidad con la jurisprudencia P./J. 40/2000 del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, localizable en la página 32 del tomo XI, abril de 2000, de rubro: 
“DEMANDA DE AMPARO. DEBE SER INTERPRETADA EN SU INTEGRIDAD.”, y de la 
tesis P. VI/2004 del Alto Tribunal, publicada en la página 255 del tomo XIX, abril de 2004, de 
rubro: “ACTOS RECLAMADOS. REGLAS PARA SU FIJACIÓN CLARA Y PRECISA EN 
LA SENTENCIA DE AMPARO.”.
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trece de febrero de dos mil veintiséis, se dictó el auto de 

cierre de instrucción en el expediente laboral de origen.

QUINTO. Causal de improcedencia

En virtud de que las partes no hicieron valer alguna 

causa de improcedencia, ni advertirse de oficio, se procede 

al estudio de los conceptos de violación.

SEXTO. Estudio de fondo

La parte quejosa alega, en síntesis, la violación en su 

perjuicio del artículo 17 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, ya que a la fecha el Tribunal 

Estatal de Conciliación y Arbitraje no ha dictado el laudo 

correspondiente.

Marco constitucional

El artículo 17 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos establece lo siguiente:

“17. Toda persona tiene derecho a que se le administre 
justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en 
los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus 
resoluciones de manera pronta completa e imparcial. Su 
servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas 
las costas judiciales [...]”

Como refiere la parte quejosa y lo acepta la autoridad 

responsable, esta última se ha abstenido de dictar el laudo 

correspondiente dentro del juicio de origen, lo que 

constituye una violación a los derechos fundamentales de 

la parte quejosa, pues al efecto el artículo 17 constitucional 

impone a la responsable la obligación de impartir justicia en 

los plazos y términos que fijan las leyes, emitiendo sus 

resoluciones de manera pronta, completa e imparcial.

Marco teórico

Los artículos 130 y 132 de la Ley de los Trabajadores 

al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San 
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Luis Potosí, disponen:

"130. Concluido el desahogo de las pruebas, formulados 
los alegatos de las partes y hecha la certificación del 
Secretario de Acuerdos de que ya no quedan pruebas 
pendientes de desahogo, se declarará cerrada la instrucción y 
se turnará el expediente al Secretario Proyectista, para que 
formule su opinión, que deberá contener los siguientes 
elementos: 

I.Extracto de la  demanda y de la contestación; 

II. Señalamiento de los hechos controvertidos; 

III. Relación de las pruebas admitidas y 
desahogadas, su apreciación en conciencia a verdad sabida y 
buena fe guardada, sin sujetarse a reglas fijas en su 
valoración, debiendo expresar las consideraciones en que se 
funde  la decisión; 

IV. Las consideraciones fundadas que se deriven  
de lo alegado y probado; y 

V. Los puntos resolutivos.”

"132. Formulado el proyecto del laudo, el Presidente del 
Tribunal citará a los miembros que lo integren, para la 
discusión y  votación que se llevará a cabo en audiencia del 
pleno del tribunal, observándose lo siguiente:

I.Se dará  lectura al proyecto del laudo, a los legajos y 
demás documentos que se estimen necesarios que obren en 
el expediente; 

II. El presidente pondrá a discusión el proyecto; y 

III. Terminada la discusión, se votará y el Presidente  
declarará el resultado. 

Si el proyecto es aprobado sin adiciones ni 
modificaciones será elevado  a la categoría  de laudo y se 
firmará  por los miembros del Tribunal. --- Si se hicieren 
modificaciones o adiciones al proyecto, se ordenará al 
Secretario que redacte el laudo de acuerdo con lo aprobado, 
haciéndose constar, en este caso, en el acta de la sesión.”

De los numerales antes transcritos se observa, que si 

bien en los mismos no se prevé plazo alguno en el que la 

autoridad responsable deba cumplir con la emisión del 

laudo correspondiente una vez cerrada la instrucción, en el 

caso concreto, debe estarse a lo que dispone la Ley de los 
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Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del 

Estado de San Luis Potosí, en su artículo 168 en el que 

expresamente se establece: 

“168. Cuando algún acto procesal  o el ejercicio de 
algún derecho no tengan señalado término, éste será de tres 
días hábiles.”

Así, de una correcta interpretación de los artículos 

antes trascritos, es de concluirse que una vez cerrada la 

instrucción dentro del procedimiento laboral, el expediente 

respectivo será turnado, dentro del término de tres días al  

secretario proyectista, quien contará a su vez con un 

término de tres días  para formular por escrito el proyecto 

de laudo; luego, debe de entregar dicho proyecto al  

Presidente del Tribunal, quien a su vez goza de igual 

término a efecto de citar a los integrantes de dicho Tribunal 

Colegiado, dentro de plazo idéntico, para la celebración de 

la audiencia en la que se discutirá y votará dicho proyecto, 

el que, si es aprobado sin adiciones ni modificaciones, será 

elevado a la categoría de laudo y se firmará por los 

miembros del Tribunal, y si no, se ordenará al Secretario 

que dentro del término de tres días redacte el laudo de 

acuerdo con lo aprobado.

Caso concreto

Ahora bien, de acuerdo con lo expuesto por la parte 

quejosa, y sin que la autoridad responsable lo hubiese 

controvertido, sino por el contrario, lo aceptó, una vez 

desahogadas todas y cada una de las pruebas ofrecidas 

por las partes, por proveído de trece de febrero de dos 
mil veintiséis, la autoridad laboral en cita declaró cerrada 

la instrucción  dentro del juicio natural, sin que hasta la 

fecha de la presentación de la demanda respectiva, 

hubiese emitido el laudo  correspondiente.
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Así las cosas, de conformidad con lo dispuesto por 

los numerales de la legislación laboral antes mencionada, 

la autoridad responsable, Tribunal Estatal de Conciliación y 

Arbitraje, cuenta con un término máximo de quince días 

hábiles a partir del auto que declare cerrada la instrucción, 

para emitir el laudo que corresponda en la controversia 

laboral de origen, es decir, tres para ser turnado al 

Secretario Proyectista; tres para elaborar el proyecto de 

laudo; tres para que el Presidente del Tribunal cite a los 

integrantes del mismo para la celebración de la audiencia 

en el que el mismo será votado, la que deberá señalarse 

dentro del  plazo de tres días y tres más para que, en el 

supuesto de que dicho proyecto contenga adiciones o 

modificaciones, sea elaborado por el Secretario, en los 

términos ordenados; y en el caso concreto, la autoridad 

mencionada acepta expresamente que ha omitido dictar el 

laudo correspondiente, dentro del juicio laboral de origen, 

lo que trae como consecuencia violación a la disposición 

constitucional mencionada.

Decisión

En consecuencia, lo que procede es conceder el 
amparo y protección de la Justicia Federal.

SÉPTIMO. Efectos

Conforme a lo establecido por los artículos 74, 

fracción V y 77 de la Ley de Amparo, el juzgador debe 

precisar los efectos de la sentencia que conceda la 

protección constitucional y especificará las medidas que las 

autoridades o los particulares deban adoptar para asegurar 

su estricto cumplimiento, una vez que cause ejecutoria.

En las relatadas condiciones, al haberse demostrado 

que la omisión reclamada vulnera los derechos humanos 
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contenidos en el artículo 17 de la Constitucional Federal; 

de ahí que proceda otorgar el amparo y la protección de la 

Justicia de la Unión, para que el Tribunal Estatal de 

Conciliación y Arbitraje de San Luis Potosí, dentro del 

referido plazo máximo que prevén los numerales antes 

precisados, es decir, quince días hábiles, siguientes a 

aquél en que le sea notificado el auto por el que en su 

momento cause ejecutoria esta sentencia, realice lo 

siguiente:

I. Con plenitud de jurisdicción dicte el laudo 

correspondiente dentro del expediente laboral **/2022/M-6 

de su índice.

En ese sentido, no pasa desapercibido para este 

órgano judicial el hecho de que en el artículo 192 de la Ley 

de Amparo se establece, como regla general, que las 

autoridades responsables deberán cumplir las sentencias 

de amparo dentro del término de tres días siguientes a 

aquel en que causen ejecutoria las mismas, sin embargo, 

dicho precepto debe interpretarse de manera sistemática y 

funcional, atendiendo a la naturaleza específica del acto 

reclamado.

En el caso concreto, el acto reclamado consistió, 

como se dijo, en la omisión de dictar el laudo 

correspondiente en el juicio génesis, mismo que constituye 

una resolución definitiva dentro de un procedimiento laboral 

y que, como se precisó, se encuentra sujeta a las 

formalidades y plazos previstos en la legislación laboral.

En ese sentido, este juzgado no puede soslayar los 

términos y etapas que la ley laboral establece para la 

elaboración y emisión del laudo -analizados en esta 

sentencia-, tales como el plazo concedido al secretario 

proyectista para la realización del proyecto de resolución, 
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la práctica de las diligencias solicitadas, la discusión y 

votación de la propuesta de laudo por parte de los 

miembros del tribunal, entre otros. 

Aunado a lo anterior, de las constancias que integran 

los autos no se advierte que las fases para la emisión del 

laudo correspondiente, se hubieren agotado -todas o 

alguna- en el juicio de origen, por lo que resulta 

jurídicamente inviable exigir que el cumplimiento de la 

presente sentencia de amparo se materialice dentro del 

plazo genérico de tres días previsto en el referido numeral 

192 de la Ley de Amparo.

De ahí que, a fin de garantizar un cumplimiento 

efectivo, real y conforme a derecho de la presente 

determinación, se estima procedente conceder a la 

autoridad responsable el referido plazo de quince días 

hábiles, contados a partir del día siguiente a aquél en que 

sea notificada del auto por el que cause ejecutoria esta 

sentencia, término previsto en la legislación laboral 

aplicable para la emisión del laudo respectivo, cuyo hacer 

por parte de la responsable precisamente es el efecto de la 

concesión del amparo.

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia I.3o.C. 

J/7 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Libro 2, Enero de 2014, Tomo IV, página 

2892, Décima Época, con número de registro digital 

2005325, de rubro y texto siguientes:

“SENTENCIAS DE AMPARO. 
CORRESPONDE AL ÓRGANO JUDICIAL FIJAR 
Y AMPLIAR EL PLAZO PARA SU 
CUMPLIMIENTO Y EJECUCIÓN, EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 192 DE LA LEY DE AMPARO 
VIGENTE A PARTIR DEL TRES DE ABRIL DE 
DOS MIL TRECE. El plazo de tres días es la regla 
general que establece el artículo citado para 
cumplir una ejecutoria de amparo. Dicho plazo 
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puede ampliarse tomando en cuenta la 
complejidad o dificultad para dar cumplimiento al 
efecto del amparo; pero siempre debe fijarse un 
plazo razonable y estrictamente determinado. 
Estas dos hipótesis se complementan y armonizan, 
porque es un hecho notorio que no todos los actos 
judiciales susceptibles de reclamarse a través de 
amparo directo o indirecto, tienen las mismas 
características de facilidad, dificultad o 
complejidad. En ese contexto se justifica que, al 
otorgar el plazo para el cumplimiento, se tenga en 
cuenta la realización de actos de distinta índole y 
grado de dificultad, que debe efectuar una 
autoridad jurisdiccional para dictar una nueva 
resolución. Otro parámetro requiere atender a que 
las leyes procesales que rigen la actuación de la 
autoridad prevén un plazo máximo para el dictado 
de determinadas resoluciones y que, incluso, 
pueden prorrogarse en atención a la voluminosidad 
del asunto, por lo que éste es un factor a ponderar 
por el órgano judicial de amparo. También debe 
examinarse que el plazo de tres días que, como 
regla general, establece la Ley de Amparo es 
suficiente para que una autoridad jurisdiccional 
dicte una nueva resolución en la que únicamente 
tenga que seguir los lineamientos específicos de la 
ejecutoria de amparo. El legislador, en las leyes 
procesales, estableció un plazo máximo para dictar 
una resolución y debe considerarse que ese plazo 
mínimo ordinario no puede servir de parámetro 
único para el cumplimiento, porque dado el efecto 
del amparo que declara inconstitucional el acto, 
éste debe dejarse insubsistente y dictar otro y no 
puede considerarse como otro asunto ordinario, 
por haber sido violatorio de garantías. Cuando el 
cumplimiento de la ejecutoria de amparo otorga 
plenitud de jurisdicción y la autoridad judicial debe 
realizar el estudio de agravios extensos y un gran 
volumen de constancias, realizar la valoración de 
múltiples pruebas, la elección de la norma o la 
interpretación y aplicación de las disposiciones 
legales, todo ello en forma debidamente fundada y 
motivada como lo exige la garantía de legalidad 
que establecen los artículos 14 y 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, sí debe ampliarse el plazo de tres días 
y fijarse uno estrictamente determinado. 

Éste será mayor de tres días y menor al que 
ordinariamente la legislación que rige el acto 
concede, porque se trata de una situación 
extraordinaria, ya que la resolución que se dicte 
será en cumplimiento a una ejecutoria de amparo, 
por lo que no se trata de un asunto del que conoce 
la autoridad responsable en condiciones 
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ordinarias.”.

Por lo expuesto y fundado, con apoyo además en los 

artículos 73, 74, 75 y 217 de la Ley de Amparo, se 

R E S U E L V E

ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y protege 

a *** *** ****** ***** ***** , contra el acto atribuido al 

Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, por los 

motivos y para los efectos establecidos en el último 

considerando de esta sentencia. 

Notifíquese.

Así lo resolvió y firma, Norma Angélica Ávila Veyna, 

Jueza Octavo de Distrito en el Estado, asistida del 

secretario Benjamín Rocha Loredo, que autoriza. Doy fe. 

Concesión de fondo

El suscrito Secretario hace constar en esta fecha, que debido a las cargas de trabajo con las que cuenta este órgano 
jurisdiccional, la hora de las evidencias criptográficas que contiene la presente determinación no coincide con la 
aprobación y emisión de la misma, lo anterior, con fundamento en el artículo 28 del Acuerdo General AG-POAJ-
006/2026 del Pleno del Órgano de Administración Judicial que regula la integración y trámite de expediente electrónico 
y el uso de videoconferencias en todos los asuntos de competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo del Órgano. 
Lo que se certifica y hace constar para los efectos conducentes. Doy fe.

Mr 

EN 17-JULIO-2026  NOTIFIQUÉ LA ANTERIOR RESOLUCIÓN A LAS PARTES, POR MEDIO DE LISTA AUTORIZADA QUE SE 
FIJÓ EN LOS ESTRADOS A PRIMERA HORA DE DESPACHO, CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 26, FRACCIÓN III, DE LA LEY DE 
AMPARO. DOY FE.

ACTUARIO JUDICIAL

Razón. En esta fecha se gira el oficio 23001, a efecto de cumplimentar el auto que antecedente. Doy fe.
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OFICIOS

23001/2026 TRIBUNAL ESTATAL DE CONCILIACIÓN Y 
ARBITRAJE EN EL ESTADO (AUTORIDAD 
RESPONSABLE) 

Por medio del presente me permito comunicarle y en 

vía de notificación en forma, que en los autos del juicio de 

amparo 926/2026-III M, promovido por  *** *** ****** 

***** *****, contra actos de Usted y otra autoridad, en 

esta fecha se dictó SENTENCIA CONSTITUCIONAL, de la 

cual se le envía copia con firmas electrónicas, para los 

efectos legales conducentes.

Lo anterior, para su conocimiento y efectos legales 

consiguientes.

Protesto a usted mi atenta consideración.

San Luis Potosí, San Luis Potosí, dieciséis de julio 
de dos mil veintiséis.

Benjamín Rocha Loredo
Secretario del Juzgado Octavo

de Distrito en el Estado

(Firmado Electrónicamente)
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aEl dieciseis de julio de dos mil veintiseis, el licenciado Benjamín Rocha

Loredo, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Octavo de Distrito en el
Estado de San Luis Potosí, hago constar y certifico que en esta versión
pública no existe información clasificada como confidencial o reservada en
términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública. Conste.


